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1. INTRODUCCIÓN
Una consideración lo más completa posible del papel que la ciencia y la tec-
nología juegan en nuestras sociedades no puede obviar los riesgos que estas acti-
vidades generan. De este modo, es necesario reconocer abiertamente el carácter
constitutivo del riesgo y la incertidumbre en el desarrollo científico-tecnológico.
Ante estos riesgos derivados de la ciencia y la tecnología, la sociedad ha
desarrollado sus propios mecanismos de control de riesgos a través de la imple-
mentación de intrumentos científico-políticos (Molak 1997). Sin embargo, la expe-
riencia de diversas catástrofes medioambientales y para la salud ha puesto de
manifiesto los límites de los mecanismos clásicos para evaluar y gestionar los ries-
gos de manera adecuada.
A su vez, estas limitaciones del conocimiento anticipativo científico para deter-
minar con precisión los riesgos potenciales a los que nos vemos expuestos han
planteado en nuestras sociedades la necesidad de abordar la problemática de los
impactos del desarrollo científico-tecnológico sobre el medio y las personas a par-
tir de un enfoque precautorio, que sea capaz de reconocer tanto los límites de la
prognósis científica como la complejidad de los sistemas ambientales y sociotéc-
nicos bajo estudio. O dicho de otro modo, que sea capaz de desarrollar medidas
adecuadas de control en contextos donde la incertidumbre manda y no tenemos
un conocimiento bien establecido sobre el riesgo futuro.
Este enfoque precautorio, que ha venido a denominarse «principio de pre-
caución», se presenta como una estrategia de gestión de la incertidumbre en
situaciones para las cuales, aun teniendo una información insuficiente (incierta) de
las consecuencias de nuestras acciones, dispongamos de indicios acerca de su
1. El autor ha podido realizar este trabajo gracias a la beca AP2000-2587 del Ministerio de
Educación, Cultura y Deporte.
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peligrosidad. La adopción de este principio en las políticas de medio ambiente y
salud pública abre la puerta a una nueva manera de gestionar y regular aquellas
actividades que puedan significar una amenaza (aunque incierta) para la salud y el
medio ambiente.
Esta transición del «riesgo» a la «precaución» faculta el paso de la creencia en
la controlabilidad (cuando hablamos de riesgos hablamos de situaciones inciertas
pero controlables probabilísticamente) a la asunción de una ausencia de conoci-
miento bajo la forma de incertidumbres a menudo irreducibles. En este contexto,
puede defenderse que este giro expresa una nueva cultura, que impregna de arri-
ba a abajo a los complejos «ciencia-tecnología», «economía», «política», «ética»,
«derecho» en su trato con las amenazas propias de las sociedades contemporá-
neas. Supone, en suma, una nueva manera de conceptualizar y tratar el desafío de
los riesgos propios de nuestras sociedades, partiendo del reconocimiento pleno
de la incertidumbre en las diversas esferas de lo científico-social.
Para llevar a cabo este cometido, propongo la siguiente ruta argumental: en la
siguiente sección (sección 2) pasaré a caracterizar de una manera breve en qué
consiste el riesgo. A continuación (sección 3) daré cuenta de la estructura y fun-
ción del análisis del riesgo tal como se configura en nuestras sociedades.
Después, en la sección 4 me centraré en el estudio de la incertidumbre, para lo
cual la analizaré en relación al riesgo (sección 4.1) y a los sistemas sociotécnicos y
ambientales de los cuales emerge (sección 4.2). En la sección 5 abordaré ya el
principio de precaución a través de la elucidación tanto de sus raíces y estatus
jurídico-político (sección 5.1) como de su contenido (sección 5.2). Seguidamente
(sección 6) pasaré a argumentar el papel que el principio de precaución juega en el
reconocimiento y constitución de contextos de incertidumbre que se vuelven bási-
cos para el proceso de gestión de tecnologías. Para acabar, efectuaré una serie de
consideraciones finales (sección 7).
2. CARACTERIZACIÓN DEL RIESGO
La Society for Risk Analysis define el riesgo como «el potencial para la realiza-
ción de consecuencias no deseadas, adversas para la vida humana, la salud, la
propiedad y el medio ambiente».2 De esta definición se sigue que el concepto de
riesgo denota la posibilidad de que en un futuro se produzcan acontecimientos no
deseados como resultado de algún determinado curso de acción. A su vez, la defi-
nición implica la búsqueda de conexiones causales entre nuestras acciones y los
posibles resultados de las mismas para, de esta manera, modificar las causas y evi-
tar así consecuencias no deseadas, de lo que se deduce que el riesgo se trata de
un concepto tanto descriptivo como normativo (Renn 1992, 56-58). Esto significa
que el concepto «riesgo» hace referencia a un futuro calculable, a un futuro para el
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cual es posible determinar qué es lo que ocurrirá de optar por un curso de acción
determinado. Es decir, se hace referencia a una situación de toma de decisiones, lo
que nos permite identificar el riesgo —el cálculo de los riesgos posibles, mejor
dicho— con la producción de seguridad, la búsqueda de control (Bechmann 1995).
Otra de las características reseñables del riesgo hace referencia al grado de
magnitud del daño al que podemos vernos expuestos en la realización de un acon-
tecimiento dado. Dicho esto, es indudable que muchos de los riesgos a los que
nos vemos expuestos tienen un potencial catastrófico. En estos casos hay mucho
en juego y los errores se contabilizan por muertos y destrucciones ecológicas. Las
«apuestas de decisión» (decision stakes) (Funtowicz y Ravetz 1992) son tan altas
que existe la posibilidad de hipotecar el futuro de la humanidad. En este contexto,
se cuestiona, por ejemplo, la factibilidad o no de idear y materializar depósitos
permanentes que logren albergar residuos radiactivos cuyo poder destructivo no
se agota en miles y miles de años, lo que supone dudar de la capacidad del cono-
cimiento experto para afrontar los retos que se plantean en estos contextos de
incertidumbre extrema (Shrader-Frechette 1993).
Esta posibilidad amenazadora, que bajo la forma de riesgos para la salud y el
medio ambiente se cierne sobre nuestras cabezas, ha llevado a las instituciones a
desarrollar mecanismos de análisis y control de estas amenazas. Sin embargo,
esos intentos de generar seguridad se han visto a menudo abocados a una inope-
rancia absoluta, lo que ha provocado la emergencia de una crisis de legitimidad de
los diversos subsistemas sociales encargados de mantener los riesgos a raya
(Beck 1986, 1988).
Dicho esto, y a pesar de que diversos acontecimientos recientes como el de la
crisis de las «vacas locas» hayan puesto de manifiesto las debilidades de la ges-
tión científico-política en su trato con los riesgos, es innegable que hoy en día las
decisiones en materia de tecnologías, medio ambiente y salud pública se toman
en base a un conocimiento experto, en el contexto de lo que se conoce como
«análisis del riesgo», lo que nos fuerza a tratar de caracterizar de una manera más
estricta en qué consiste este análisis.
3. ANÁLISIS DEL RIESGO
Caracterizaremos al análisis del riesgo como una herramienta de análisis polí-
tico que basa sus decisiones sobre la información científica disponible (Rowe
1992, 18). Por lo tanto, es posible decir que el análisis del riesgo se basa en un
conocimiento experto cuya finalidad es la de proveer una «base objetiva» sobre la
cual tomar decisiones políticas, en un intento de «racionalizar» este proceso de
toma de decisiones (Hansson 1993; Cooke 1982).
El análisis del riesgo puede dividirse en función de dos tareas centrales (véase,
para más detalle, Shrader-Frechette 1991):
a) Evaluación del riesgo (que a la vez puede dividirse en tres quehaceres prin-
cipales):
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— Identificación del riesgo: se identifica una sustancia o una práctica tecno-
lógica cualquiera como peligrosa para la salud humana o para el medio
ambiente. Esto es, se trata de identificar todas las posibles consecuencias
que pudieran resultar de una acción dada.
— Estimación del riesgo: se calcula la probabilidad de ocurrencia de ese ries-
go identificado así como su severidad. Aquí se trata de aplicar métodos
analíticos para estimar la probabilidad de cada consecuencia y la magni-
tud del efecto adverso asociado con tal consecuencia.
— Valoración del riesgo: aquí se decide si un riesgo dado es aceptable o no.
Se establecen comparaciones con riesgos ya aceptados de antemano y se
calculan los posibles costos y beneficios asociados a los nuevos riesgos
para determinar la idoneidad o no de correr con los mismos.
b) Gestión del riesgo: aquí se establecen políticas con el fin de regular, prohi-
bir, fijar impuestos especiales, etc., sobre el riesgo previamente calculado y deter-
minado. De lo que se trata es de que los gestores del riesgo hagan cumplir de la
manera más adecuada posible los estándares de aceptabilidad fijados en los
pasos anteriores. La gestión del riesgo se ocupa pues de establecer pautas de
acción mediante la búsqueda de maneras de eliminar, mitigar o adaptarnos a los
nuevos riesgos tal como fueron determinados en la fase evaluadora anterior.
Dicho esto, tal vez sería posible que nos refiriéramos a la evaluación del riesgo
como lo que sabemos acerca de los riesgos y a la gestión del riesgo, tal como
acabamos de decir, como lo que deseamos o podemos hacer con los riesgos.3 Sin
embargo, y una vez llegados a este punto, debemos hacernos la siguiente pregun-
ta: ¿qué hacer cuando no sabemos acerca de los riesgos, o sabemos menos de lo
que desearíamos? Dicho de otro modo: ¿qué hacer cuando nuestro grado de
conocimiento sobre las posibles consecuencias de nuestras acciones no nos per-
mite determinar con un grado de certeza suficiente los riesgos a los que nos
vemos expuestos? O de otro modo aún: ¿qué hacer cuando el problema no es el
riesgo sino la incertidumbre?
4. LA IRRUPCIÓN EN ESCENA DE LA INCERTIDUMBRE
4.1 Distinción teórica entre riesgo e incertidumbre
En el análisis del riesgo, el riesgo se entiende como el producto final de multi-
plicar la probabilidad de fallos del sistema por la severidad o magnitud de los mis-
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3. Deberíamos cuidarnos, sin embargo, de establecer una nítida e inequívoca distinción entre
«hechos» —evaluación del riesgo— y «valores» —gestión del riesgo. La distinción, en este sentido, es
mucho más difusa. La evaluación del riesgo debe echar mano, en el contexto de una información dispo-
nible pobre y de baja calidad de juicios de valor que, por ejemplo, asuman la validez de determinadas
modelizaciones para predecir el comportamiento de, pongamos por caso, sistemas ambientales com-
plejos (Wynne 1996, p. 366-378).
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mos. De esta manera, y siguiendo a Jon Elster, diremos que estar en una situación
de toma de decisiones bajo riesgo significa poder «asignar probabilidades numéri-
cas a las diversas respuestas a la pregunta “¿Qué sucederá?”», esto es, que, si
bien la información de la que disponemos es imperfecta, es cuantificable, pues
dada la elección que hagamos conocemos las probabilidades de las consecuen-
cias derivadas de tomar las mismas. Esto significa que «riesgo», en este contexto
de toma de decisiones, se trata de un concepto esencialmente probabilista, distin-
guiéndose así de una toma de decisiones bajo condiciones de certeza, en la cual la
probabilidad de las consecuencias de mis acciones, en un continuo que va de 0 a
1, siempre será 0 ó 1. En cambio, diremos que tomar una decisión bajo condiciones
de incertidumbre supone que «podemos a lo sumo enumerar las respuestas posi-
bles de nuestras elecciones pero que somos incapaces de asignarles probabilida-
des», esto es, que podemos llegar a conocer las consecuencias posibles de nues-
tras elecciones pero que somos incapaces de cuantificarlas4 (Elster 1983, 166).
Esto es, bajo situaciones de riesgo la incerteza se convierte en una incerteza
probabilizada, en donde podemos identificar los escenarios posibles que se abren
a nuestras decisiones y acciones y podemos cuantificar la probabilidad de ocu-
rrencia de esos escenarios. En cambio, bajo situaciones de incertidumbre a lo
sumo podemos enumerar los escenarios posibles pero sin ser capaces de medir la
posibilidad de su ocurrencia en términos probabilistas.
Sin embargo, esta distinción teórica en términos de la teoría de la decisión es
posible establecerla mediante una ulterior distinción entre sistemas para los cua-
les, en principio, la predicción y el control resultan ser posibles (el riesgo es el pro-
blema aquí) y sistemas para los cuales cumplir las condiciones que lo permitan se
torna más problemático (la incertidumbre es el problema aquí). Esta caracteriza-
ción sistémica nos permitirá ver con más detalle la emergencia de la incertidumbre
en los contextos científico-tecnológicos y en los puestos de toma de decisiones.
4.2 Riesgo, incertidumbre y constitución sistémica
La controlabilidad y la predictibilidad de los sistemas está condicionada a su
posibilidad de cierre5 (Radder 1986). Esto es, un sistema —tanto experimental
como técnico— debe ser un «sistema cerrado» (closed system) para que podamos
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posibles consecuencias de las distintas opciones pero sólo tenemos un conocimiento incompleto de las
probabilidades («toma de decisiones bajo incertidumbre»); 2) conocemos las posibles consecuencias de
las distintas opciones pero solamente podemos decir de las probabilidades que son no-cero («toma de
decisiones bajo ignorancia»); 3) las posibles consecuencias son desconocidas, esto es, hay alguna con-
secuencia para la cual no sabemos si su probabilidad es cero o no-cero, lo que significa que no tenemos
una lista completa de las consecuencias que debieran tomarse en cuenta («toma de decisiones bajo
posibilidades desconocidas»). La cuestión en este tercer punto es la de cómo discriminar las consecuen-
cias inciertas importantes de aquellas que no lo son.
5. Por «sistema», Radder (1986, 665) entiende, de una manera general, «a whole of mutually inte-
racting objects in a certain spatio-temporal location».
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decir de él que se trata de un sistema que está «bajo control». Según Radder,
lograr un sistema cerrado es la meta de la ciencia experimental y la tecnología, y
no significa otra cosa más que establecer un cierre causal —«aislamiento causal»
(causal insulation), en palabras de Luhmann (1991, 83-100)— del mismo. La idea
subyacente al argumento de Radder pivota en torno a las condiciones cognitivas,
sociales y materiales que deben cumplirse para garantizar que la influencia del
medio ambiente —fuera— sobre el sistema no suponga una desviación de las inte-
racciones causales a producirse en el sistema —dentro. Pero, por supuesto, el
cierre del sistema no requiere solamente que no haya influencia del exterior sobre
el interior, sino que también requiere que los efectos sobre el medio ambiente
deban ser eliminados o controlados. Esto es, la idea es la de evitar toda interac-
ción o influencia mutua no planeada. Según Radder, conseguir un sistema cerrado
equivaldría a garantizar la seguridad, esto es, facultar la predicción y el control de
los riesgos asociados al mismo (Radder 1986, 667).
Brian Wynne, por su parte, se refiere a esta distinción como una entre siste-
mas «intensivos» y sistemas «extensivos», atribuyendo problemas distintos a
ambos sistemas en relación a las posibilidades de prognosis científica. Por un
lado, tendríamos a los sistemas intensivos, que serían aquellos ante los cuales los
analistas deben «hacer frente a problemas mecánicos, relativamente bien estruc-
turados», es decir, aquellos problemas «planteados por las plantas químicas y
nucleares, o las tecnologías aeronáuticas y espaciales», y para los cuales el análi-
sis del riesgo no es algo que se produzca después de diseñar y fabricar el sistema
en cuestión sino que «es más bien una parte integral del diseño que influye de
modo normativo en los criterios y elecciones a lo largo de todo el proceso». En
contraste, los sistemas extensivos se tratarían de sistemas que plantean proble-
mas no estructurados, abiertos, «tales como los planteados por los residuos tóxi-
cos o los pesticidas, y de aquí a los sistemas ambientales a escala global», que
hacen que las limitaciones del conocimiento anticipativo disponible sean mayores,
ya que el sistema no es «un artefacto tecnológico» que pueda «ser diseñado, mani-
pulado o reducido» por medio de ese conocimiento6 (Wynne 1992, 163).
Podemos distinguir, en consecuencia, entre sistemas espacio-temporalmente
limitados y sistemas espacio-temporalmente ilimitados (Hansson 1996, 379), lo que
significa que en el caso de estos últimos los riesgos se vuelven menos controlables
que en los primeros. Por supuesto, esto no significa que aquellos sistemas que
hemos denominado «cerrados» estén exentos de fallos o de situaciones inespera-
das, más si tenemos en cuenta que su gestión depende de estructuras organizati-
vas humanas (Freudenburg 1992; Perrow 1984), y que en definitiva su operación se
establece bajo condiciones de «mundo real» que pueden alterar las condiciones ini-
ciales de funcionamiento fijadas en su diseño (Ibarra 1998; Wynne 1988).
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guntarnos lo siguiente: «¿son aceptables las emisiones radiactivas de una central nuclear en normal fun-
cionamiento?» Ello dependerá de los compromisos epistémicos y sociales que, en cada caso, se adquie-
ran con respecto al problema.
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Sin embargo, es un hecho innegable que la incertidumbre se acrecienta en
aquellos sistemas que podemos denominar «ambientales» o «ecológicos», donde
ni los parámetros de funcionamiento ni sus interacciones han sido planeados ni
diseñados de acuerdo a una serie limitada de componentes bien establecidos. Al
contrario, nos encontramos ante sistemas complejos que en buena medida esca-
pan a nuestra comprensión.
Esta falta de comprensión de estos sistemas naturales y por ende de su com-
portamiento y reacción ante la intervención humana bajo una diversidad de formas
contaminantes vuelve extremadamente difícil —si no inalcanzable— la tarea de
determinar los niveles de seguridad adecuados para con esos sistemas cuyos
niveles de riesgo no pueden ser fijados con la suficiente certeza (Santillo et al.
1998). Esto significa que el proceso de evaluación de riesgos falla a la hora de
medir un riesgo cuya dimensión y frecuencia (incluso su propia existencia) no es
posible determinar, lo que plantea un serio problema al propio proceso de toma de
decisiones que basa su actuación en gran parte en la información proveniente del
análisis experto.
Este contexto incierto que destapa las limitaciones del conocimiento científi-
co no puede sin embargo servir como excusa para paralizar las medidas a tomar,
debido al imperativo que establece la pragmática política, y ni siquiera nos
queda la aplicación indistinta del recurso «aprender, entonces actuar» (Gollier
2001), ya que no actuar a tiempo podría acarrear consecuencias muy dañinas
(justamente las que se quieren evitar), sin olvidar el hecho de que a veces nos
movemos en contextos en los cuales las incertidumbres son irreducibles (Santillo
et al. 1998).
Una de las respuestas posibles a esta situación ha sido de facto la de promo-
ver políticas medioambientales de carácter precautorio —mediante la inclusión de
lo que se conoce como «principio de precaución»— que se aplican sobre un daño
incierto cuya posibilidad de ocurrencia no ha podido ser determinada fehaciente-
mente. Este enfoque precautorio abre la puerta a una nueva manera de gestionar
la incertidumbre, abogando por la regulación de actividades cuyas consecuencias
dañinas no han podido ser demostradas aún.
5. EL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN
5.1 Orígenes y estatus jurídico-político
Lo que se denomina actualmente principio de precaución hunde sus raíces en
el Vorsorgeprinzip alemán, un principio que durante la década de los años setenta
se convirtió en uno de los cinco principios fundamentales para la definición de la
política medioambiental en la República Federal de Alemania. Vorsorge denota la
idea de que un daño determinado debe evitarse antes de que ocurra, por lo que
premia la prevención en detrimento de la cura en relación a los daños medioam-
bientales a evitar. A través del Vorsorgeprinzip se rehuía cualquier requerimiento
legal o institucional de «probar» científicamente un daño medioambiental (derivado
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de alguna actividad industrial, por ejemplo) para considerar legitimada una actua-
ción en pos de prevenir ese posible daño (Boehmer-Christiansen 1994). Por
supuesto, esto no significa que el conocimiento científico se desechara y no tuviera
nada que decir, sino que simplemente no había por qué esperar a obtener pruebas
científicas concluyentes para actuar.
A nivel internacional, el principio de precaución fue incluyéndose cada vez
más en diversos convenios internacionales sobre el medio ambiente a partir de su
primera aparición en la Carta Mundial de la Naturaleza aprobada por la Asamblea
General de las Naciones Unidas en 1982 (Comisión Europea 2000, 103)
Sin embargo, la que tal vez sea la aparición más conocida del principio de pre-
caución (aunque no se use el término explícitamente) se la debemos a su formula-
ción en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el
Desarrollo celebrada en 1992 en Río de Janeiro. El principio de precaución está
incluido aquí en la cláusula 15 de la Declaración de Río, como uno de los princi-
pios de derechos y obligaciones generales de las autoridades nacionales:
Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deben aplicar ampliamen-
te el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de
daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no debe utilizarse
como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los cos-
tos para impedir la degradación del medio ambiente (Comisión Europea 2000, 122).
Básicamente, en estas declaraciones se aboga por la acción preventiva ante
daños inciertos que pueden ser o bien muy dañinos o pueden provocar impactos
de carácter irreversible sobre el medio natural. Esto significa que la incertidumbre
no podrá usarse como excusa para no hacer nada y seguir con más de lo mismo.
Al contrario, la incertidumbre acerca de las posibles consecuencias de nuestras
acciones se convierte ahora en un argumento de acción más, hasta el punto de
constituirse, bajo el prisma de la precaución, en uno de los pilares de las políticas
para el medio ambiente, la salud y la seguridad alimentaria en la Unión Europea
(Comisión Europea 2000).
Muestra de ello es, por ejemplo, el reconocimiento expreso que del principio
de precaución se hacía en el artículo 10.6 del Protocolo sobre Biodiversidad,
adoptado en Montreal el 28 de enero de 2000, en la Conferencia sobre la
Diversidad Biológica. El Protocolo sobre Bioseguridad relativo a la regulación del
transporte, la manipulación y utilización seguras de organismos vivos modificados
derivados de la moderna biotecnología7 confirmó la función clave del principio de
precaución en su artículo 10.6:
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7. El Protocolo se constituyó para regular únicamente las semillas, los productos agrícolas no ela-
borados y demás artículos que entran en contacto con el medio ambiente, ya que la mayor preocupación
radicaba en la posibilidad de que su diseminación al entorno puediera provocar alteraciones en la dota-
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quedaron fuera de esta regulación.
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La falta de certeza científica debida a una insuficiente información científica per-
tinente y de conocimientos sobre los efectos potencialmente peligrosos de un orga-
nismo vivo modificado para la conservación y utilización sostenible de la diversidad
biológica de la Parte importadora, teniendo también en cuenta los riesgos para la
salud humana, no impedirá a dicha Parte adoptar una decisión, según sea conve-
niente, respecto a la importación del organismo vivo modificado de que se trate,
como se indica en el inciso b) del párrafo 3 del presente artículo, a fin de evitar o
minimizar los efectos potencialmente peligrosos (Comisión Europea 2000, 123-124).
Mediante la introducción del principio de precaución, punto sobre el que la
Unión Europea —en contra de la mayoría de los países que se resistían a medidas
restrictivas fuertes— más insistió, los países importadores de productos transgé-
nicos se ganaban el derecho a vetar esos productos en caso de tener dudas acer-
ca de los datos científicos sobre su seguridad. En este caso, recaería sobre las
espaldas del país exportador probar la seguridad de sus productos, por lo que la
carga de la prueba se invertiría. Sin embargo, el problema radica desde entonces
en la relación del Protocolo de Bioseguridad con los tratados de la Organización
Mundial del Comercio. Queda por ver qué pacto se subordina a cuál otro finalmen-
te, y si la adopción del Protocolo viene a violar las reglas de libre comercio de la
OMC y por ende el presente y el futuro de un muy boyante sector biotecnológico
con países como EEUU y Canadá a la cabeza en exportaciones. De hecho, la
ambigüedad en este punto se interpretó como el contrapunto del Grupo de Miami8
al acuerdo de mínimos en torno al principio de precaución.
De todos modos, parece innegable que el principio de precaución ha experi-
mentado una consolidación progresiva en el derecho internacional del medio
ambiente, lo que para algunos lo ha llevado a convertirse en un verdadero princi-
pio de derecho internacional de alcance general (Comisión Europea 2000, 104;
Cameron 1994; Christoforou 2001; McIntyre y Mosedale 1997). Y lo mismo puede
decirse acerca de su consolidación progresiva en los sistemas de derecho a nivel
comunitario y nacional.9
Sin embargo, la progresiva consolidación del principio de precaución como una
norma jurídica de aplicación directa y general no está exenta de críticas por parte
de algunos analistas, como por ejemplo de Godard (2000, 2001a). Para este autor
el principio de precaución constituye en esencia un principio de carácter político,
que dependería en todo momento de las formas de traducción legal y administrati-
va que los poderes públicos consideraran hacer, por lo que se encontraría privado
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8. Grupo formado por EEUU —que participó solamente como observador en la Cumbre de
Montreal, tal como le correspondía al no ser uno de los países firmantes en la Convención sobre
Biodiversidad de Río de 1992—, Canadá, Argentina, Australia, Chile y Uruguay, reacios a las restriccio-
nes en el comercio de transgénicos debido a la importancia que éstos tienen en sus respectivas econo-
mías. El 50% de las exportaciones de Argentina, por ejemplo, lo cubre la soja transgénica.
9. A nivel comunitario, por ejemplo, el principio de precaución forma parte del Tratado de la
Comunidad Europea (Tratado-UE), a través de su referencia explícita en el artículo 130 R.2 del Tratado-
UE: «la política medioambiental de la Comunidad hoy reside en los principios de prevención y precau-
ción» (Bárcena y Schütte 1997, p. 14).
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de una aplicación inmediata y autónoma. Para él, por lo tanto, el principio de pre-
caución no constituye una regla de derecho con alcance autónomo, la cual se
podría invocar de manera directa por los Estados en las jurisdicciones internaciona-
les o por los justiciables en las jurisdicciones de carácter comunitario o nacional.
Para otros analistas, como por ejemplo de Sadeleer (2000), en cambio, el prin-
cipio de precaución reviste un carácter autónomo y ostenta un poder normativo de
obligación hacia sus destinatarios. Y argumenta su posición fijando dos condicio-
nes básicas por las cuales el principio de precaución conforma una regla de aplica-
ción directa y autónoma: la primera es la de estar incluido en un texto con alcance
normativo (enfoque formal); la segunda la de estar formulado de manera lo suficien-
temente prescriptiva (enfoque material). Siguiendo este enfoque, argumenta que el
principio de precaución se ha vuelto una verdadera regla de Derecho de aplicación
directa en los sistemas de derecho internacional, comunitario y nacional.
Este carácter de norma autónoma asusta sobremanera a Godard, que recela
de una judicialización del proceso de toma de decisiones precautorias. Según este
autor, la conversión del principio de precaución en una regla autónoma del derecho
da plenos poderes a los jueces para, ex post, atribuir responsabilidades de manera
indiscriminada a actores que tomaron determinadas pautas de acción ex ante, bajo
condiciones de incertidumbre. Esto es, el principio de precaución podría volverse
una herramienta retrospectiva que atribuyera nuevas obligaciones a actores públi-
cos y privados a la luz de unos conocimientos adquiridos a posteriori, lo que intro-
duciría graves transformaciones en el régimen de atribución de responsabilidades,
además de producir una más que probable parálisis innovativa en aquellos actores
económico-políticos encargados de producir y gestionar nuevos productos.10 Este
enfoque limitaría además el carácter netamente político del principio de precau-
ción, coartando el potencial político-deliberativo de un proceso que pasaría a
depender de una jurisprudencia con plenos poderes11 (Godard 2000, 2001a).
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10. En este sentido, Godard apunta que este control reforzado del juez tendría como efecto inme-
diato la restricción o reducción a la nada del alcance de la deliberación político-colectiva sobre las medi-
das precautorias adecuadas a tomar, al inducir en la parte de los decisores una actitud de cobertura per-
sonal frente al riesgo de sanción judicial (Godard 2000, p. 7-10).
11. Hay que señalar que el miedo de Godard a la judicialización del principio de precaución va aso-
ciado a su vez a una determinada interpretación (que podríamos calificar de «extrema») del mismo que él
considera muy extendida en los ámbitos de los medios de comunicación, los ecologistas y el público en
general. Según esta interpretación —que Godard rechaza y atribuye a una mala comprensión del princi-
pio de precaución—, el principio demanda una exigencia de la prueba de la inocuidad de los productos o
prácticas bajo escrutinio, siendo ésta una carga que recaería invariablemente sobre los agentes econó-
micos e innovadores. Esta exigencia de la prueba de la inocuidad es una exigencia imposible de satisfa-
cer, ya que lo que el principio de precaución establece es precisamente la imposibilidad de una prueba
científica concluyente en los contextos inciertos y complejos en los que se mueve la ciencia. De este
modo, lo que se cuestiona es la propia noción de prueba científica (véase, por ejemplo: Godard 2001b).
Además, esta exigencia draconiana tendría como consecuencia equiparar el principio de precaución con
una regla de la abstención, ya que no es posible determinar con una certeza absoluta toda ausencia de
daño potencial, ni establecer un escenario de acción de riesgo-cero, por lo que la única alternativa para
evitar una carga de responsabilidad extrema y sin fin sería la inacción. Según Godard, esta noción de la
precaución bebe de las fuentes de concepciones eticistas a lo Hans Jonas, que demandan a modo de
imperativo ético la abstención a la vista de cualesquiera escenarios potencialmente catastróficos a los
que la ciencia y la tecnología nos puedan conducir (Godard 2000).
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Sin embargo, el miedo de Godard hacia el absolutismo retrospectivo debería
ser amortiguado por el hecho de que el principio de precaución constituye una
regla de contenido indeterminado, y no una regla de contenido determinado, lo
que significa que su carácter obligatorio es menos intenso que el de las normas
absolutamente vinculantes. Así, su aplicación puede interpretarse en virtud de una
serie de razones o criterios (económicos o de otro tipo) que, por ejemplo, desa-
consejen su implementación:
En derecho ambiental, la distinción entre el principio de precaución y las reglas
de contenido determinado puede ser ilustrado con la ayuda del siguiente ejemplo.
Las autoridades públicas no están obligadas a prohibir una actividad, en virtud del
principio de precaución, si la medida se muestra desproporcionada. Éstas pueden
decidir no prohibirla en virtud de dicho principio, exponiendo claramente las razones
de su elección. Por el contrario, si disposiciones más precisas sobre la contamina-
ción del suelo o de las aguas prevén el cese automático de actividades contaminan-
tes en el caso de rebasar umbrales de calidad, las autoridades no tendrán elección y
deberán aplicarla (De Sadeleer 2000, 15).
Esta interpretación situada del principio de precaución permite comprender su
aplicación como un proceso en el que existe margen para el razonamiento político
y posibilita considerar la introducción de consideraciones adicionales que relativi-
zan la implementación del principio con respecto a una pluralidad de intereses
legítimos, a la luz siempre de hechos y situaciones concretas (de hecho, esto es
algo sobre lo que insistiremos en la sección que trataremos a continuación).
Una vez llegados a este punto, el siguiente paso consistirá en arrojar algo de
luz sobre el contenido del principio de precaución. Citado y formulado en una
variedad amplia de textos políticos y legales, se vuelve importante tratar de eluci-
dar sus contornos semánticos de manera que podamos delimitar el discurso en
torno a él mismo y a su alcance aplicativo.
5.2 Contenido
Antes de nada, se hace necesario establecer una distinción conceptual entre
«prevención» y «precaución». La prevención denota una acción en pos de evitar algo
antes de repararlo o intentar mitigarlo. Pero cuando actuamos preventivamente dis-
ponemos de conocimiento suficiente como para saber qué ocurrirá (aunque sea
probablemente) de optar por determinado curso de acción. De este modo, el propio
análisis del riesgo es ya por sí mismo una herramienta preventiva, ya que aquí lo que
se pretende es tratar con unos riesgos que previamente han sido medidos. En cam-
bio, la precaución no denota un conocimiento, ni siquiera probabilista, acerca de las
posibles consecuencias de nuestras acciones, por lo que actúa sobre un contexto
de incertidumbre. Esto es, «precaución» significa aquí prevención ante una amenaza
o conjunto de amenazas cuya posibilidad es incierta (Hansson y Sandin 2001, 28).
Más concretamente, el principio de precaución contiene dos elementos esen-
ciales que lo caracterizan: la incertidumbre acerca de los daños potenciales, por
Riesgo y principio de precaución. Hacia una cultura de la incertidumbre
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un lado, y la existencia de indicios de que la magnitud de daño es superior al nivel
aceptable fijado, por el otro:
La decisión de invocar o no el principio de precaución es una decisión que se
ejerce cuando la información científica es insuficiente, poco concluyente o incierta, y
cuando hay indicios de que los posibles efectos sobre el medio ambiente y la salud
humana, animal o vegetal pueden ser potencialmente peligrosos e incompatibles
con el nivel de protección elegido (Comisión Europea 2000, 100-101).
De esta guisa, la incertidumbre no se invoca como un elemento para no actuar,
al menos cuando existen indicios razonables de que daños importantes y/o irre-
versibles para el medio ambiente y la salud de las personas pueden producirse (o
ya se están produciendo) (Godard 2001c; Sandin 1999).
De este modo, el principio de precaución supone una toma en cuenta pre-
coz o temprana de unos riesgos potenciales cuya misma existencia es incierta,
lo que choca con las medidas clásicas del derecho administrativo y los mecanis-
mos de regulación de tecnologías, que combatían los riesgos únicamente cuando
el peligro era evidente o el daño ya se había producido (Bárcena y Schütte 1997;
Bodansky 1994).
Este giro a la precaución demanda medidas de gestión de la incertidumbre
cuando una gestión del riesgo no se hace posible. Y esa gestión de la incertidum-
bre debe realizarse básicamente de acuerdo a una serie de principios generales de
aplicación, que son los siguientes (Comisión Europea 2000, 111-115):
a) Proporcionalidad: las medidas no deberían exceder el nivel de protección
buscado y no debería pretenderse alcanzar el «riesgo cero».
b) No-discriminación: las situaciones comparables deberían tratarse del
mismo modo, sin depender del ámbito geográfico o de la naturaleza de la
producción. También se requiere que situaciones no comparables se traten
diferentemente.12
c) Coherencia: las medidas deben ser coherentes con aquellas ya tomadas
en áreas equivalentes en donde el riesgo es bien comprendido.
d) Análisis de las ventajas y los inconvenientes que se derivan de la acción o
la falta de acción: debe efectuarse un análisis (en la medida de lo posible)
de los posibles costos y beneficios socioeconómicos que se derivan de
adoptar un determinado curso de acción.13
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12. Goklany (2000) se argumenta que el recurso al principio de precaución para justificar una
prohibición absoluta del DDT a nivel mundial es discriminatorio con respecto a los países del Tercer
Mundo que lo necesitan para hacer frente a la malaria. En este caso, la prohibición uniforme supone
condenar a la muerte a miles de personas del mundo subdesarrollado, ya que en su caso el balance
de riesgos-costos-beneficios es no-óptimo, al contrario de lo que puede suceder en los países desa-
rrollados.
13. Para una lectura del principio de precaución a la luz del análisis económico (costo-beneficio),
véase (Pearce 1994).
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e) Estudio de la evolución científica: las medidas son provisionales y pueden
mantenerse, pero la evolución de los conocimientos científicos puede obli-
gar a su modificación o incluso a su supresión. Esto significa que la investi-
gación debe proseguir y que el seguimiento científico sobre las medidas
adoptadas debe ser constante.
Esta relativización de la aplicación del principio de precaución supone que lo
consideremos en coexistencia con una pluralidad de intereses y problemas hete-
rogéneos que lo sitúan en un contexto específico de acción, por lo que deberemos
desechar toda concepción absolutista de su aplicación al estar coaligado a una
serie de principios moderadores14 (Jasanoff 2000). Esto significa, en otros térmi-
nos, que el principio de precaución no debe interpretarse como una simple instan-
cia práctica de la regla de decisión maximin. Este criterio de la teoría de la decisión
insta a actuar como si lo peor que pudiera suceder fuera a suceder, por lo que se
debería escoger aquella alternativa de acción que posea la mejor peor consecuen-
cia. En términos más técnicos, el criterio aboga por comparar las utilidades míni-
mas de las diferentes alternativas de acción y escoger aquella que tiene la mayor
utilidad mínima (López Cerezo y Luján 2000, 58-60).
En Elster (1983, 165-184) se argumenta que decidir según la regla del maxi-
min bajo condiciones de incertidumbre es racional siempre y cuando las diversas
alternativas de acción posean todas ellas las mismas mejores consecuencias. De
este modo, solo nos queda elegir aquella alternativa con la mejor peor conse-
cuencia (esto es, la menos mala). Sin embargo, a la hora de afrontar problemas
reales este no suele ser el caso, esto es, no todas las mejores consecuencias de
las diversas opciones que tenemos son iguales. Además, el grado de plausibilidad
de las diversas malas consecuencias no tiene por qué ser el mismo para todos los
casos, y es que a pesar de que nos movamos en contextos de incertidumbre, la
capacidad para formular hipótesis y razones que sean consideradas más consis-
tentes a la hora de establecer distintos grados de plausibilidad de ocurrencia para
una diversidad de escenarios catastróficos no queda anulada del todo (Godard
2001b). Estas razones expuestas deberían evitar la consideración del principio de
precaución, tal como hemos adelantado, como una simple aplicación efectiva del
criterio del maximin.15
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14. En consonancia a esta imagen graduada de la precaución, no está de más señalar que las
medidas regulatorias que se basan en la precaución son a su vez plurales. Esto es, la única aplicación
posible del principio no se refiere únicamente a, pongamos por caso, la aplicación de una moratoria o
una prohibición total. Al contrario, una amalgama de medidas se hace posible: establecimiento de vigi-
lancia científica sobre el producto o proceso implementado, promoción de programas de investigación
adicionales, fijación de restricciones de uso, suspensiones de autorizaciones, moratorias, prohibiciones,
reconocimientos definitivos, etc. (Godard 2001a, 27).
15. Otra posibilidad es la de hacer del criterio del maximin una regla susceptible a una serie de
estándares de posibilidad, lo que permitiría establecer su equivalencia con el principio de precaución
(Hansson 1997). Sin embargo, no debemos olvidar la importancia de las consecuencias evaluadas como
positivas (derivadas de los diversos cursos posibles de acción) a la hora de tomar una decisión, aunque
sea bajo un enfoque precautorio.
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Otra de las aclaraciones que en torno al principio de precaución se estable-
ce por parte de la Comisión Europea es la relativa a la carga de la prueba (Co-
misión Europea 2000, 115-116). Algunos analistas han argumentado que el prin-
cipio de precaución supone una inversión sistemática de la carga de la prueba
del lado de aquellos agentes proponentes de una determinada innovación
(Raffensperger y Tickner 1999; Stirling 1999; Riechmann y Tickner 2002). Esto es,
recaería sobre ellos la responsabilidad de ofrecer la suficiente evidencia científica
acerca de la seguridad de sus productos, de modo que las instituciones pertinen-
tes pudieran decidir sobre su comercialización. Sin embargo, la Comisión descar-
ta que tal obligación sea incondicional, ya que aunque «Una acción adoptada en
virtud del principio de precaución puede implicar en algunos casos una cláusula
que revierte la carga de la prueba sobre el productor, el fabricante o el importador,
(...) tal obligación no puede preverse sistemáticamente como principio general»
(Comisión Europea 2000, 116).
Sin embargo, sí es el caso que el principio de precaución muestra un claro
sesgo en pos de la maximización de las utilidades mínimas (evitar riesgos). Esta
maximización va destinada a la evitación en la medida de lo posible de los deno-
minados errores de tipo II (falsos negativos) en la práctica científica (Hansson
1999); esto es, cuando se afirma, en base a una información científica incierta, que
determinada —pongamos— sustancia no es tóxica y luego resulta serlo. En este
caso, deberíamos hablar de una aserción de no-daño que resulta ser falsa. Esto es
muy importante ya que podemos comercializar esa sustancia tóxica pensando
que no lo es. Sin embargo, esta evitación de los errores de tipo II va en paralelo
con un aumento de los errores de tipo I (falsos positivos); esto es, cuando se afir-
ma, en base a una información científica incierta, que algo es dañino (una sustan-
cia química es tóxica) y después resulta no serlo, lo que acarrearía costos innece-
sarios. En este caso hablaremos de una falsa aserción de daño. Este «intercambio
entre falsos positivos y falsos negativos» (Stewart 2000, 46-49) supone, para el
caso del principio de precaución, que la evitación de los errores de tipo II (falsos
negativos) lleva consigo un aumento de los errores de tipo I (falsos positivos).16
Lo que está claro es que en los ámbitos políticos las decisiones se deben
tomar a menudo en ausencia de una evidencia científica lo suficientemente con-
sistente, por lo que la sombra de estos dos tipos de errores que venimos mencio-
nando se mantiene para estos casos alargada. Dicho esto, un modo de tomar
decisiones en este contexto de incertidumbre es mediante la adopción de los
denominados valores por defecto (Hansson y Sandin 2001, 67-69, 88-93). Estos
analistas describen los valores por defecto como aquellos que se aplican en el pro-
ceso de toma de decisiones en ausencia de información específica sobre el grado
de, pongamos, toxicidad de determinada sustancia. Supongamos que debemos
decidir si permitir la liberación de determinada sustancia al medio, pero que no tene-
mos información acerca del impacto ambiental que esta sustancia pudiera tener.
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16. Por supuesto, una práctica científica no precautoria priorizará la evitación de los errores de
Tipo I (falsos positivos), lo que conllevará a su vez un aumento de los errores de Tipo II (falsos negativos).
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Esta incertidumbre recalcitrante no puede servir como excusa para no tomar deci-
sión alguna ni actuar, ya que en el proceso de toma de decisiones debemos tratar a
la sustancia de una manera o de otra mientras esperamos por más evidencia. Esto
es, se debe actuar porque de lo contrario se corre el riesgo de enmarañarse en las
redes paralizantes del «nudo gordiano» de la incertidumbre (Sarewitz y Pielke 2000).
Así, una sustancia con una toxicidad desconocida puede ser tratada como si fuera
altamente tóxica, como si fuera moderadamente tóxica, como si fuera no-tóxica,
etc. Este «como-si» no significa que la decisión sea arbitraria, sino que depende de
una colaboración y deliberación activa de los expertos y los gestores, a la luz de un
conocimiento insuficiente y la necesidad de «hacer algo».17
En definitiva, la adopción del principio de precaución como criterio gestor de
actividades potencialmente peligrosas supone reconocer de manera explícita la
relevancia del juicio extracientífico, en su trato con un universo de incertidumbres
reconocido que dificulta sobremanera efectuar un análisis fidedigno de los ries-
gos. Ante esta tesitura, el principio de precaución no reniega de la ciencia, sino
que reinterpreta su papel más como guía para una gestión de peligros potenciales
que como valedor de verdades finales sobre unos riesgos dados. Pero es más. La
significación del principio de precaución va más allá de ser una herramienta útil
para gestionar la incertidumbre. El establecimiento del principio de precaución
como elemento clave en la gestión del universo de potencialidades en nuestras
sociedades altamente tecnificadas supone adoptar un nuevo marco conceptual
desde el cual se hace necesaria una relectura de los roles apropiados para la cien-
cia, la política, la economía, la ética y el derecho, en el contexto de la protección y
gestión medioambiental proactiva (O’Riordan y Cameron 1994, 12). Esto es, lleva
consigo un nuevo compromiso cultural que abre las puertas a un reconocimiento
más profundo de la incertidumbre en los diversos ámbitos de la vida.
6. LA HEURÍSTICA DE LA PRECAUCIÓN
En lo que sigue, argumentaré que el principio de precaución puede entender-
se, en los contextos científicos y socioculturales en los que se inscribe, como un
elemento que funciona a modo de una heurística que remueve los cimientos de las
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17. Más concretamente, Hansson y Sandin (2001, 91-93) distinguen entre cuatro enfoques que
difieren a la hora de asignar un valor por defecto para la toxicidad en situaciones de incertidumbre:
a) el método de la lista negativa: aquí las sustancias son tratadas como no-tóxicas;
b) el método de la lista positiva: aquí las sustancias son tratadas como altamente tóxicas;
c) el método de las expectaciones estadísticas: aquí a las sustancias con una toxicidad desconoci-
da se les asigna un valor por defecto que corresponde a la toxicidad media de sustancias previamente
testadas. Si la sustancia pertenece a un grupo químico en el cual un número razonable de sustancias ha
sido testado, entonces la media tóxica es extraída de ese grupo en vez de sacar un promedio general;
d) el método de la fijación de un valor que es menos extremo que cero: aquí el valor por defecto
para la toxicidad se fija en algún punto entre el valor de expectación estadística y el muy alto valor del
método de la lista positiva.
Excepto el método a), el resto pueden considerarse como métodos precautorios, si bien en grados
distintos.
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incertidumbres y riesgos establecidos y de la cual brotan nuevos contextos de
incertidumbre que previamente no habían sido reconocidos. De este modo, el
marco precautorio funciona como un verdadero catalizador que insta a la renego-
ciación de instancias inciertas ya asumidas.
Sin embargo, no debemos asumir que el principio de precaución se aplica
sobre una serie de incertidumbres objetivas ya dadas. Por ejemplo, Wynne (1992)
subraya que en contextos de alta incertidumbre, ésta opera en función de los com-
promisos sociales tácitos que se adoptan con respecto a un corpus de conoci-
miento determinado. De este modo, las incertidumbres son controladas y mante-
nidas a raya por la cultura institucional dominante, por lo que el reconocimiento de
las incertidumbres se limita a aquellas que pueden ser controladas y subsanadas.
Así, la imagen de una ciencia empeñada en superar las incertidumbres mediante
un mayor y mejor conocimiento de los sistemas bajo estudio queda sustituida por
esta otra que establece que la ciencia solamente se ocupa de aquellas incertidum-
bres que puede controlar.18
Por lo tanto, es posible afirmar que el nivel de incertidumbre reconocido fun-
ciona como una expresión de una particular configuración sociocultural y política
que se erige en torno a un determinado cuerpo de conocimiento acerca de los
riesgos potenciales (Hunt 1994). Así, una aproximación precautoria dará mayor
cabida a las incertidumbres que rodean a un problema, lo que significa que las
medidas a adoptar irán encaminadas más bien hacia una regulación que reinter-
prete la situación en gran medida en términos de ausencia de conocimiento.
Esto, sin embargo, no debería indicar una aplicación uniforme o unívoca del
principio de precaución. En la regulación europea de los organismos genéticamen-
te modificados (OGM), por ejemplo, el mismo alcance y significado del principio
de precaución se establece a través de la dinámica de la práctica reguladora, en
gran parte debido a las presiones públicas, por lo que pueden surgir una variedad
de interpretaciones a lo largo del proceso que hagan oscilar su grado de severidad
o estrictez19 (Todt 2002, 172-173).
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18. Wynne (1992, 171-172) pone el ejemplo de cómo en dos países con culturas reguladoras
distintas (Estados Unidos y Reino Unido), un proceso industrial que genera más o menos la misma
cantidad de residuos puede conllevar riesgos totalmente distintos debido a las culturas reguladoras
divergentes. Más concretamente, expone el caso de los cementerios de residuos tóxicos, en donde la
incertidumbre acerca del comportamiento de estos residuos es muy amplia, y en donde entran en
juego incluso elementos de gestión humana de los residuos, lo que dificulta aún más una estimación
precisa de los riesgos. Así, mientras que en la cultura política conflictiva y desconfiada de los Estados
Unidos, las incertidumbres científicas acerca de lo que ocurre con un vertido son agravadas debido al
conflicto político y social existente (lo que conllevó que el gobierno de los Estados Unidos fuera elimi-
nando progresivamente los depósitos terrestres de residuos tóxicos), en la cultura política del Reino
Unido la actitud oficial hacia las mismas incertidumbres científicas ha sido siempre mucho más rela-
jada, debido a una cultura política distinta, lo que ha posibilitado que no se haya experimentado nin-
guna amenaza social por parte de los oponentes que podrían tratar de explotar las incertidumbres
técnicas subyacentes a las decisiones políticas ambientales. Esto pone de manifiesto que la incerti-
dumbre es una función de factores sociales y culturales complejos, que en gran medida toman parte
en su constitución.
19. Más concretamente, en Todt (2002, 105) se establece una clasificación del principio de precau-
ción en función de tres interpretaciones diferentes del mismo:
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En cualquier caso, uno de los rasgos más notables en relación al reconoci-
miento de la incertidumbre lo encontramos precisamente en el seno de la regu-
lación de los OGM por parte de la Unión Europea.20 Esto es así debido, entre
otras características, a que la regulación europea de los OGM promueve un
seguimiento científico postcomercialización de los cultivos transgénicos, lo que
viene a suponer un reconocimiento implícito de una incertidumbre que imposibi-
lita la adquisición de conocimiento completo sobre el sistema. En otras pala-
bras, se asume que el comportamiento de sistemas ambientales complejos a
través de la introducción de cultivos transgénicos solamente puede llegar a com-
prenderse a través de su aplicación efectiva en el mundo real, mucho más com-
plejo que el espacio confinado del laboratorio, por lo que, como hemos adelanta-
do, el seguimiento para los cultivos transgénicos adopta el carácter de un ensayo
de campo permanente (Todt 2002, 101-103). Esto significa que la evaluación de
riesgos se prolonga en el tiempo y en el espacio, de tal manera que obtiene de la
aplicación efectiva bajo condiciones de mundo real su mejor fuente de informa-
ción. Así, la experimentación en el laboratorio prosigue en la experimentación
socionatural, a «escala real», de las nuevas tecnologías funcionando bajo condi-
ciones no idealizables.21
De este modo, este contexto de innovación plantea una serie de incertidum-
bres en torno a la seguridad, efectividad y viabilidad de los cultivos transgénicos,
que hacen necesaria una investigación «sobre el terreno» que aporte más conoci-
miento acerca de su funcionamiento, ya que es el único modo de aprender. Sin
embargo, un mayor conocimiento acerca de estos sistemas no eliminará nuestro
desconocimiento acerca de ellos; al contrario, el proceso mismo irá revelando
constantemente todo lo que no sabemos cuando manipulamos sistemas comple-
jos tales como organismos vivos y ecosistemas en los cuales esos organismos
son diseminados (Krohn y van den Daele 1998, 208-217).
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a) Interpretación muy estricta: se reconoce implícitamente la indeterminación inherente de la cien-
cia y la tecnología y se cuestiona la necesidad de una actividad potencialmente nociva. Esto equivaldría
a una inversión sistemática de la carga de la prueba y tendría su plasmación en moratorias.
b) Interpretación poco estricta: aquí no se implica la carga de la prueba y la incertidumbre se reco-
noce pero sólo como una falta de datos que la ciencia subsanará con el tiempo. La precaución sólo se
aplica si hay una probabilidad científicamente demostrada de consecuencias irreversibles.
c) Interpretación intermedia: aquí la precaución se propone según las circunstancias y la carga
de la prueba recae tanto en los defensores como en los críticos de las tecnologías. El apoyo científico
sólido se hace necesario para justificar medidas. En la práctica, esta interpretación se puede plasmar
en moratorias, seguimiento, o en un mayor apoyo para las investigaciones con el fin de conseguir más
datos.
20. El marco regulador para los OGM en la Unión Europea emana de la llamada Directiva 2001/18.
Esta Directiva, que entró en vigor el 17 de octubre de 2001, ha tomado el lugar de la Directiva 90/220,
en vigor desde el año 1990. La nueva Directiva básicamente ha venido a actualizar y reforzar las normas
previas, exigiendo, entre otras cosas: una evaluación más detallada del riesgo para el medio ambiente;
un seguimiento obligatorio de resultados después de la comercialización de los productos modificados
genéticamente; el etiquetado y la trazabilidad en todas las fases de la comercialización de estos mis-
mos productos. Para una introducción breve y concisa del marco regulador europeo para los OGM,
véase Ibarra y Todt (2002).
21. Para una exposición de tipo general acerca de este carácter experimental de las tecnologías en
nuestras sociedades, véase Beck (1988, 219-229), y muy especialmente Krohn y Weyer (1994).
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Este seguimiento regulado de sistemas de cultivos transgénicos supone,
como ya hemos dicho, un reconocimiento pleno de la ausencia de conocimiento
sobre el comportamiento de estos sistemas. Sin embargo, el reconocimiento am-
plio de la incertidumbre como elemento constitutivo en la regulación europea de
los organismos genéticamente modificados no ha sido adoptado de la noche a la
mañana, sino que se ha establecido debido a una exigencia pública cada vez más
fuerte en pos de la consideración de incertidumbres que en los análisis científicos
primeros no se habían considerado como relevantes. En este sentido, es posible
afirmar que el conflicto social surgido en torno a la seguridad de la tecnología
transgénica ha supuesto de facto una influencia relevante en la interpretación y
aplicación del marco regulador (Todt 2002, 197-202).
Más concretamente, en Levidow (2001) se nos muestra cómo la evaluación tem-
prana del riesgo a comienzos de los noventa estuvo enmarcada por una política bio-
tecnológica de la Unión Europea comprometida con un mercado interior, la compe-
titividad internacional y la eficiencia productiva, lo que reforzó a su vez la asunción
de determinados compromisos epistémicos por parte de los expertos que minimiza-
ron aquellos riesgos potenciales que no podían estimar. Este proceso de desechar
incertidumbres y su consideración como no-relevantes tuvo su contrapunto en una
cada vez mayor respuesta pública y en un número creciente de desacuerdos cientí-
ficos acerca de la seguridad de los productos y cultivos transgénicos. Bajo la égida
de la exigencia de una interpretación más precautoria del marco regulador, este
movimiento «contestatario» provocó a su vez una paulatina inserción y toma en con-
sideración de una más amplia gama de problemas y de fuentes de incertidumbre.
Más concretamente, es posible afirmar que la progresiva inclusión del principio
de precaución en los regímenes reguladores supuso un aumento de la carga de la
evidencia científica por la seguridad, al abogar por una mayor consideración de la
incertidumbre mediante el reconocimiento de senderos causales más complejos
de daño potencial. Esto es, el recurso al principio de precaución supuso aquí todo
un cambio de criterio para la constitución de evidencia científica (Levidow 2001,
865-868).
Así pues, aquí la precaución no funciona simplemente como un mecanismo
de respuesta a unas incertidumbres dadas, sino que promueve el propio reconoci-
miento de un mayor espectro de incertidumbres y demanda y estimula a su vez
nuevo conocimiento acerca de estas incertidumbres más complejas. De este
modo, el principio de precaución no es, como señalan algunos autores, un princi-
pio «irracional» de gestión del riesgo que reniega de la ciencia como base funda-
mentada para la toma de decisiones (Pieterman 2001); al contrario, mediante la
adopción de un enfoque precautorio se demanda más ciencia, en el sentido de
que el reconocimiento pleno de la incertidumbre conlleva una práctica científica
más sensibilizada con el posible error y más receptiva hacia un número mayor de
hipótesis alternativas (Stirling 2001; Levidow y Carr 2000).
Por lo tanto, la precaución —en sus diversos contextos de interpretación y
aplicación— es a su vez expresión y fuente de un universo de incertidumbres, de
manera que se vuelve posible hablar de una heurística de la precaución en rela-
ción a la constitución de espacios de incertidumbre y su manejo científico-político.
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7. CONSIDERACIONES FINALES
Tal como hemos visto, el riesgo y la incertidumbre constituyen elementos defi-
nitorios de la ciencia y la tecnología. Sin embargo, la estrategia a adoptar con res-
pecto a los daños potenciales que pudieran derivarse del desarrollo científico-tec-
nológico no puede ser siempre el mismo. A menudo, debido a la complejidad de
los problemas a los que debe hacer frente, la clásica estrategia de evaluación de
riesgos se muestra impotente para determinar con el suficiente grado de confian-
za los niveles de riesgo a los que nos vemos expuestos. Ante la tesitura de la
ausencia de conocimiento relevante, la única estrategia posible no puede ser la de
cruzarnos de brazos y esperar.
En estas situaciones en donde la incertidumbre no puede reducirse a un con-
junto de procesos controlables (aunque sea mediante una asignación de proba-
bilidades), la emergencia del principio de precaución debe entenderse como la
plasmación institucional de una nueva sensibilidad y reconocimiento sociocultu-
ral de la incertidumbre y de las consecuencias, a veces fatales, de no tomarla en
consideración (Harremoës 2002). Así, la no toma en cuenta de escenarios incier-
tos pero potencialmente vislumbrables puede conducirnos a situaciones de
extrema gravedad para nuestras sociedades y nuestro medio natural, si bien
también es cierto que podría llevarnos a su vez a la adopción de medidas con
una serie de costes innecesarios. De todos modos, es innegable que una nue-
va cultura de la incertidumbre (de su reconocimiento y reforzamiento) da sentido a
un cada vez más omnipresente principio de precaución, que impregna de arriba
abajo a los diversos subsistemas que componen la base funcional de nuestras
sociedades.
Esta nueva cultura de la incertidumbre refleja, en definitiva, un mayor recono-
cimiento social de las limitaciones humanas en relación a la comprensión y antici-
pación de situaciones que representan un alto grado de complejidad, situaciones
que se resisten en gran medida a su encasillamiento dentro de estructuras cogniti-
vo-institucionales que buscan su control.
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